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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por ASMET SALUD EPS-S, contra el fallo de tutela proferido por el señor Juez Único Especializado del Circuito Especializado de Pereira, con ocasión de la acción presentada por ELIZABETH VILLEGAS GIRALDO como agente oficiosa de ROMELIA VILLEGAS GIRALDO contra la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, el HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA y la entidad impugnante.  

2.- DEMANDA 

La agente oficiosa sostuvo que los derechos de su agenciada a la salud y la vida han sido quebrantados debido a que desde el mes de octubre de 2007 la ginecóloga tratante determinó que se le debían realizar los procedimientos “HISTERECTOMÍA VAGINAL, COLOPEXIA PROLAPSO DE CÚPULA CON MUNON R, COLPORRAFÍA ANTERIOR Y POSTERIOR y una HERNIORRAFÍA UMBILICAL”, pero a la fecha no se ha realizado la intervención quirúrgica por varios inconvenientes
. Como consecuencia se acudió a ASMET SALUD en derecho de petición, pero la entidad programó cita con el médico cirujano vascular quien volvió a remitirla al internista.

Ya han pasado dos años y la salud de su hermana se empeora más y más, por lo cual solicitó la práctica de los referidos exámenes y como petición especial que los procedimientos sean practicados en otro centro médico que no sea el HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA.   

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Se admitió la acción de tutela y se notificó a las entidades allí accionadas, quienes dieron respuesta así:
- La EPS-S ASMET SALUD contestó aduciendo que los exámenes denominados COLOPEXIA PROLAPSO DE CÚPULA CON MUNON R, COLPORRAFÍA ANTERIOR Y POSTERIOR, no se encuentran incluidos en el POS-S, por lo tanto la prestación del servicio es de competencia de las otras litisconsortes. Los restantes procedimientos están dentro del POS-S y para su prestación la convaleciente debe comparecer a sus instalaciones por la respectiva autorización.
Explicó que si se deriva alguna responsabilidad de la presente acción, esta debe ser asumida por la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA.

- La E.S.E HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA adujo que la señora VILLEGAS GIRALDO fue diagnosticada con “HERNÍA UMBILICAL SIN OBSTRUCCIÓN NI GANGRENA + PROLAPSO UTEROVAGINAL COMPLETO”, motivo por el cual requiere que se le practiquen las cirugías “HISTERECTOMÍA VAGINAL + COLPORRAFÍA ANTERIOR Y POSTERIOR, y FIJACIÓN DE CÚPULA VAGINAL + HERNIORRAFÍA”.

Indica que la paciente ha sido valorada en varias oportunidades con el fin de analizar el resultado de los exámenes clínicos pre quirúrgicos y así determinar si se encuentra en condiciones óptimas para la realización de la cirugía; sin embargo, en todas las ocasiones la paciente se encuentra hemodinámicamente inestable, siendo mayor el riesgo por su edad y los cuadros de presión arterial elevados.

Por lo anterior se le ha explicado a la paciente y a su familia el riesgo de someterse a un procedimiento quirúrgico, con lo cual considera pertinente que de nuevo se realicen los exámenes pre quirúrgicos y una vez más se solicite la valoración con el anestesiólogo para con su aprobación se programe de manera inmediata la cirugía.

Considera que no ha vulnerado ningún derecho, porque le ha prestado todos los servicios médicos a la agenciada, y si a la fecha no ha realizado la cirugía ordenada, ha sido con el fin de no poner en peligro su vida. 
 - La SECRETARÌA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA  contestó que se trata de una paciente de protección especial por razón de su edad, por tal motivo debe ser atendida primordial e integralmente por la EPS-S a la cual está afiliada.
El Acuerdo 306 de 2005 en su numeral 3.3. consagra la HISTERECTOMÍA y la HERNIOGRAFÍA UMBILICAL, lo cual permite colegir que los procedimientos reclamados deben ser atendidos directamente y en forma integral por la entidad administradora del régimen subsidiado al cual pertenece.

3.2.- Decisión de primera instancia
El señor juez de primer nivel argumentó: 

- Son tres las vías por las cuales una tutela se pueda impetrar en busca de salvaguardar el derecho a la salud: (i) cuando exista conexidad con la vida, la integridad personal y la dignidad
; (ii) cuando el sujeto goce de especial protección; y (iii) cuando se trate del desconocimiento de servicios contemplados en el POS.  En su criterio se dan los requisitos de procedencia de la acción, entre otras por que la accionante es una persona catalogada como sujeta de especial protección.   

- En cuanto a los procedimientos solicitados, arguyó que la no prestación de los mismos controvierte flagrantemente los derechos constitucionales de la accionante; sin embargo, tomó en consideración lo manifestado por la E.S.E HOSPITAL UNIVESITARIO SAN JORGE DE PEREIRA, en cuanto al delicado estado de salud que presenta la señora VILLEGAS GIRALDO que podría reportar consecuencias nefastas frente a una intervención quirúrgica, lo cual había hecho imposible hasta el momento la práctica de la cirugía. Por ello determinó que era necesario que las valoraciones previas fueran nueva y brevemente hechas, para colegir los riesgos del procedimiento médico que debe realizarse. 
- Del mismo modo hizo referencia al tratamiento integral que debe prestársele a la agenciada antes, dentro y después de la operación, para lo cual concluyó que es obligación de la EPS ASMET SALUD brindarlo, sin que para ello se hiciera necesaria la intervención del juez constitucional.
Los anteriores fueron sus bases para tutelar el derecho fundamental reclamado, pero aclaró que en lo que tiene que ver con la orden de brindar tratamiento integral, facultaba a la EPS-S para ejercer el recobro por el 100% de los servicios ajenos al POS-S con la salvedad de que si las prestaciones se dan por obligación en incidente de desacato, se podrá recobrar solamente por el 50%.   
4.- IMPUGNACIÓN

LA EPS-S ASMET SALUD adujo no estar de acuerdo con la decisión adoptada por el juez de primera instancia, toda vez que los procedimientos ordenados a la señora VILLEGAS GIRALDO se encuentran excluidos del Plan Obligatorio de Salud Subsidiado y por tanto no es su obligación tal autorización; además, tampoco comparte la orden de brindar un tratamiento integral a la accionante, porque no se sabe qué servicios vaya a requerir, es decir, se trata de hechos futuros e inciertos y el juzgado no puede dar por hecho que los mismos vayan a ser negados por ASMET SALUD. 

De manera subsidiaria, pidió que se declare que por no estar el servicio ordenado contemplado en el POS-S, dicha entidad tiene derecho a adelantar el respectivo proceso de recobro ante la entidad territorial o el FOSYGA “por el 100% de los costos”.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
De acuerdo con los argumentos presentados por el representante de la entidad impugnante, corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto que contiene la sentencia de primer nivel, en cuanto condenó a la EPS-S que atiende a la señora ROMELIA VILLEGAS GIRALDO, a garantizar el suministro del tratamiento integral que llegare a requerir la usuaria, así mismo, la facultó para hacer el respectivo recobro ante la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, por el 100% de los sobrecostos en que incurra por la prestación de los servicios ordenados en el fallo, siempre y cuando para lograr la prestación no se necesite acudir al incidente de desacato, caso en el cual, el recobro podrá hacerlo únicamente por un 50% de su valor.

5.2.- Solución a la controversia
5.2.1.- Acerca del tratamiento integral

En relación con el tema de las órdenes que emite el juez constitucional para que se suministre tratamiento integral a aquellos pacientes que tienen que recurrir a la acción de tutela como mecanismo tendiente a lograr el amparo de sus derechos y la continuación de un tratamiento médico, debe decirse que es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas que el Estado Social de Derecho como garante del goce de las garantías que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados.

Por manera alguna, puede considerarse a tal forma de proceder como una extralimitación de funciones del juez; por el contrario, de cara a su componente teleológico, constituye una opción válida para lograr que los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud sean considerados como personas dignas y se les respeten sus prerrogativas al pleno goce de los derechos que les son inherentes, en especial, al diagnóstico, a recibir un tratamiento continuo, oportuno, calificado y eficaz para paliar las alteraciones que sobre su salud recaigan.

En lo que hace con el específico reparo que se hace en la impugnación, en tanto se señala como un error del fallo el obligar a la accionada al suministro de prestaciones inexistentes, es argumento que no puede ser aceptado, dado que un proceder en ese sentido por parte del juez constitucional no ha hecho cosa diferente a seguir los lineamientos que al respecto se tienen, en especial, porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud, se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención de salud que se preste, sea oportuna, eficaz y especialmente continua. Por demás, una posición como la esbozada, no es insular y por el contrario está debidamente sustentada por medio de las directrices que al respecto y en cumplimiento de los fines de la orden de atención integral se consignaron previamente, por parte de la Corte Constitucional en la Sentencia T-398 del 24-04-2008, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

5.2.2.- Análisis del caso concreto
Muy a pesar del juicioso análisis realizado por el apoderado de ASMET SALUD, advierte la Sala que contrario a lo expresado la decisión adoptada por el juez de primer nivel está acorde con los debates jurídicos que han surgido a raíz de este tipo de escenarios en los cuales la salud de una persona se ve enfrentada a los debates económicos que surgen entre las diferentes entidades que se encargan de la prestación de los servicios de salud en nuestro territorio.

Debe resaltarse que en este caso se reconoció que las cirugías ordenadas a la actora no han podido llevarse a cabo en atención a que la paciente ha presentado condiciones de salud que pueden resultar fatales a la hora de una intervención quirúrgica, de tal suerte que no es culpa de ninguna de las entidades involucradas que las mismas no se hayan podido realizar, y por eso resulta acertada la decisión de disponer que se lleven a cabo nuevamente los exámenes pre quirúrgicos y la valoración con anestesiólogo, con el fin de determinar con seguridad la viabilidad o no de la cirugía reclamada.  

Ahora, en lo que respecta al reconocimiento del derecho al tratamiento integral por parte de la EPS-S, no resulta para nada descabellado que esto ocurra, antes por el contrario es una simple reiteración de la obligación legal impuesta a estas entidades, aclarando que aunque en principio no son ellas quienes deben suministrar de manera directa los medicamentos no POS-S que requieren sus afiliados, si deben a través de sus Comités Técnicos Científicos realizar las gestiones pertinentes para que las personas obtengan el cubrimiento de sus servicios médicos y posteriormente efectúen el respectivo recobro ante la Secretaría de Salud correspondiente, y no trasladarle al paciente la obligación de agotar los engorrosos trámites administrativos que se exigen para la obtención de las autorizaciones respectivas. 

El hecho de que el juez haya autorizado a la EPS-S ASMET SALUD el recobro por los servicios no POS-S que llegare a brindar en acatamiento a la orden de entregar tratamiento integral, condicionando su valor total a que no se tenga que acudir a un incidente de desacato, constituye simplemente la aplicación de lo dispuesto en la hoy vigente ley 1122 de 2007, y es una simple replica de lo dispuesto por la máxima guardiana de la Constitución en sus últimos pronunciamientos.  

Con fundamento en lo expuesto, se avalará el proveído impugnado.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� Entre ellos: exámenes vencidos, solicitud de internista, falta de exámenes y pérdida de resultado.   


� Se recalca que el derecho a la salud ya es considerado como fundamental, por lo cual, no cabe ninguna consideración con respecto a su conexidad con otros derechos. Así por ejemplo, en la sentencia T-845 de 2006 (MP Jaime Córdoba Triviño) se afirmó:  “… la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’”.
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